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TUTELA – CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – SUCESIÓN - EMBARGO Y SECUESTRO EN PARTICIÓN - DEBIDO PROCESO – INMEDIATEZ - IMPROCEDENTE - “De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes del accionante se tornan improcedentes. Así se afirma, porque en cuanto toca con la de que se deje sin efecto el auto del 6 de septiembre de 2016 proferido dentro del proceso de sucesión de la causante Ana Arias de Castro, entre esa calenda y la de promoción de esta acción, transcurrieron más de seis meses, término que la jurisprudencia se ha encargado de señalar como prudencial, para no caer en la falta del presupuesto de la inmediatez.
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Acta No. 350 de julio 10 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Germán Castro Arias contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados Fernando, Cristóbal, Rubén Darío, Consuelo, Mónica María, María Amparo, María Amanda, Óscar, Ana Olga, Samuel Castro Arias, María Adiela Castro de Ponce, Juan Pablo Hoyos Castro y el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad.
ANTECEDENTES

Germán  Castro Arias, quien interviene en su propio nombre, promueve la presente acción, en procura del amparo de los derechos “al debido proceso y a la propiedad privada” que estima conculcados por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Explicó, en síntesis, que dentro del proceso de sucesión de su señora madre, que se adelantó ante dicho despacho judicial, se perfeccionaron las medidas de embargo y secuestro del único inmueble objeto de la partición; como en el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, cursa proceso ejecutivo frente a los respectivos herederos, seguido por Juan Pablo Hoyos Castro, surtió efectos la medida de embargo de derechos herenciales que allí se solicitó dentro del mismo; al dictarse la sentencia aprobatoria de la partición y adjudicación a cada uno de los herederos respecto de los derechos que correspondía, sin argumento alguno, se dispuso el levantamiento de las medidas de embargo y secuestro que recaían sobre el bien, y en una interpretación errónea se dejó a disposición del Juzgado Primero Civil Municipal para la anunciada ejecución. El entonces apoderado judicial, solicitó que se dejara sin efectos esa decisión y se procediera al levantamiento de dichas cautelas, pero se negó, por cuanto ningún recurso se interpuso dentro de la oportunidad correspondiente; se insistió en ello para que se corrigiera el error, pues la medida de embargo de derechos herenciales no puede tratarse como un embargo de remanentes, pero también se desestimó por falta argumentos.
Pidió, en consecuencia, la protección de los derechos fundamentales invocados y ordenar al Juzgado Civil del Circuito demandado, dejar sin efectos la decisión que tomó, en el sentido de poner a disposición del Juzgado Primero Civil Municipal el bien que se embargó y secuestró dentro del proceso de sucesión, así como disponer que los cánones de arrendamiento consignados a favor de dicho despacho, sean entregados a los herederos reconocidos dentro de la respectiva actuación.

  



Se dispuso el trámite y la vinculación de Fernando, Cristóbal, Rubén Darío, Consuelo, Mónica María, María Amparo, María Amanda, Óscar, Ana Olga, Samuel Castro Arias, María Adiela Castro de Ponce, Juan Pablo Hoyos Castro y el Juzgado Primero Civil Municipal. Se corrió traslado para que se ejerciera el derecho de defensa y se decretaron pruebas (f. 11).

 



La funcionaria demandada remitió las copias solicitadas e informó que dentro del citado proceso de sucesión se profirió, el 6 de septiembre de 2016, la sentencia de aprobación del trabajo de partición y adjudicación respectiva, a la vez que se ordenó el levantamiento de las medidas allí decretadas y se dio cuenta al registrador de instrumentos públicos de que las cuotas de los herederos continuarían embargadas  para el proceso ejecutivo que ante el Juzgado 1º Civil Municipal de Santa Rosa adelanta en su contra Juan Pablo Hoyos Castro; proveído que quedó ejecutoriado el 14 de septiembre de 2016, sin que se interpusiera recurso alguno; que para ello tuvo en cuenta las comunicaciones que reposan dentro del expediente sobre el embargo de derechos que les correspondieran a los herederos en dicha causa mortuoria, que había surtido sus efectos; que con posterioridad, el apoderado del hoy accionante, solicitó el levantamiento de lo dispuesto en providencia del 6 de septiembre de 2016, pero se le indicó que la misma era extemporánea, resolución que se mantuvo previo agotamiento de recurso de reposición. 
   



La abogada Paula Fernanda Acevedo Londoño, manifestó que acude como apoderada de algunos vinculados a este trámite (f. 57 a 59) y se pronunció sobre la demanda; pero, como no allegó el respectivo documento que la acredita como tal, se desatiende su intervención.

CONSIDERACIONES

Delanteramente se señala que con ocasión de lo que se desprende del libelo, acerca de que las actuaciones que reprocha lo perjudican tanto a él como a otras personas, pues su pedimento se dirige en derruir la posición del juzgado accionado, tanto en lo suyo, como en lo que concierne a los demás, y a que se disponga la devolución de dineros en favor de todos los involucrados en el asunto de que da cuenta la tutela, atendiendo las especiales exigencias que sobre legitimación prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, debe desestimarse cualquier solicitud respecto de tales sujetos, como quiera que no se reúne ninguna de las circunstancias previstas en dicho canon. 
En efecto, la regla es que la acción de tutela puede ser promovida directamente por el afectado; pero también puede hacerlo por medio de su representante legal; o por conducto apoderado judicial, en cuyo caso, debe reposar un poder especial para ese efecto; o se pueden agenciar derechos ajenos, evento en el cual, así se debe actuar y manifestar la razón por la cual el agenciado no puede actuar por su cuenta. También, eventualmente puede actuar como demandante el Ministerio Público o el Defensor del Pueblo. Nada de lo anterior ocurre en este caso, de ahí que lo único que se puede analizar de fondo es su propia situación, porque frente a los requerimientos que hace para otras personas, carece de legitimación en la causa. 
Aclarado lo anterior, se recuerda que la acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señaladas y de manera puntual, para que (i) se deje sin efectos el auto del 6 de septiembre de 2016 dictado por el despacho accionado dentro del proceso de sucesión de la causante Ana Arias de Castro, notificado el día 8 siguiente; y (ii) disponer que los cánones de arrendamiento consignados a favor de dicho despacho, sean entregados a los herederos reconocidos dentro de la respectiva actuación.
  



Para abordar ambos eventos, se tiene que en forma reiterada se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes del accionante se tornan improcedentes. Así se afirma, porque en cuanto toca con la de que se deje sin efecto el auto del 6 de septiembre de 2016 proferido dentro del proceso de sucesión de la causante Ana Arias de Castro, entre esa calenda y la de promoción de esta acción, transcurrieron más de seis meses, término que la jurisprudencia se ha encargado de señalar como prudencial, para no caer en la falta del presupuesto de la inmediatez.





La acción de tutela se caracteriza por su urgencia, atendiendo la especial naturaleza que la envuelve, esto es, de protección inmediata de derechos fundamentales amenazados o violados, por lo que se exige, precisamente, que ante una situación que vaya en desmedro de los mismos, debe acudirse prontamente a su uso. 
No sobra recordar, que de tiempo atrás la Corte Constitucional ha venido sosteniendo que el principio de inmediatez se erige como un requisito de procedibilidad de la acción de tutela
. En la reciente sentencia T-031 de 2016, por ejemplo, insiste sobre el particular:
  



 
En lo que respecta al ejercicio de la acción de tutela contra providencias judiciales, la Corte ha señalado que, por una parte, (i) el examen de este requisito debe ser más estricto y riguroso, pues con una eventual orden de amparo se estarían comprometiendo el principio de seguridad jurídica, la garantía de la cosa juzgada, así como la presunción de acierto con la que están revestidas las providencias judiciales…; y por la otra, (ii) la carga de argumentación en cabeza del demandante para justificar su inactividad aumenta de manera proporcional a la distancia temporal que existe, entre la presentación del amparo y el momento en que se consideró que se vulneró su derecho, ya que “el paso tiempo reafirma la legitimidad de las decisiones judiciales y consolida los efectos de las sentencias”… En esa línea argumentativa, se ha dicho que:
 
  



 
“La inmediatez tiene particular relevancia tratándose de la impugnación de providencias judiciales, porque no puede mantenerse indefinidamente la incertidumbre en torno a la firmeza de las decisiones judiciales. De esta manera, si bien, de manera excepcionalísima, cabe la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se pueda establecer que en realidad ellas constituyen una vía de hecho, la naturaleza grosera y protuberante del defecto presente en la actuación judicial que abre la vía para el amparo, exige que el mismo se solicite de inmediato, sin que resulte admisible que las partes afectadas dejen transcurrir pasivamente el tiempo para acudir, después de un lapso razonable, a cuestionar la actuación judicial y solicitar que la misma sea nuevamente revisada. Esa inacción de las partes, a menos que tenga una explicación suficientemente fundada, es denotativa de la ausencia de un perjuicio que exija el remedio inmediato a cuya provisión se ha previsto la acción de tutela…”
 
Así también, en sede constitucional, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido idéntico criterio
. 
Por consiguiente, pasados alrededor nueve (9) meses, sin que se hubiera acudido con diligencia a este remedio residual cae la cuestión en la pluricitada figura de improcedencia, tanto más cuando nada se ha explicado acerca de la razón que pudo haber para que transcurriera ese lapso sin acudir a este remedio. 
A lo que bien puede sumarse que, frente a esa resolución, no se interpuso recurso alguno, con lo cual se dejó de lado también la residualidad propia de esta acción, como causal de improcedencia, en la medida en que el accionante contaba con otro mecanismo idóneo de defensa judicial (numeral 1°, art. 6°. Decreto 2591 de 1991). 

Es bueno precisar que las solicitudes elevadas el presente año (f. 45 a 47), no pueden suplir esa exigencia, porque es evidente que, en su momento, el demandante guardó silencio, pudiendo protestar la orden impartida por el juzgado. 
Ahora bien, sobre la entrega de los dineros que por cánones de arrendamiento fueron dejados a disposición del Juzgado Primero Civil Municipal, el interesado no ha le ha solicitado al Juzgado, de manera concreta, que proceda en esa forma. Solo a partir de la resolución que pudiera extenderse sobre ese particular, podría analizarse si ocurrió alguna irtregularidad susceptible de solucionar por el juez constitucional. 
En conclusión, y sin que haya lugar a discernimientos adicionales, se declarará la improcedencia de la acción frente al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, y se absolverá a los demás intervinientes por no hallar de su parte, trasgresión alguna de derechos fundamentales.

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta por  Germán Castro Arias,  en su propio nombre y en el de los demás sujetos a quienes relaciona en el libelo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
 



Se absuelve a los demás vinculados.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase a la  Corte Constitucional para su eventual revisión, caso de no ser impugnada. 

A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                            DUBERNEY GRISALES HERRERA                     

� Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco
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